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LEGISLACION TRIBUTARIA Y BIEN COMUN

                Legislar debe ser, pues, hacer entrar en razón a la vida colectiva.                                                           





            Tomás Casares
Introducción. El Bien Común temporal, "principio de legitimidad absoluto en el orden práctico y social"
, es el primer principio de legitimidad política e incluye a gobernantes y gobernados; la ordenación al mismo es la clave para distinguir regímenes justos e injustos.

Los fines de la vida íntegra del hombre, señalados por la naturaleza humana que por inclusión apunta a los fines del Estado y con ello al contenido del Bien Común, hacen necesario que en los diversos ámbitos de la gestión estatal funcionalmente dedicados al diseño e implementación de las políticas, a la elaboración, sanción y aplicación de las leyes, y a dirimir los conflictos, se tengan en cuenta, con carácter de principalidad, el orden ético jurídico, el imperio de la ley, la vigencia social de por lo menos un mínimo de virtud, principalmente la justicia en sus diversas formas, que esté presente la rectitud en el ejercicio de la autoridad y en el orden de las magistraturas, en fin, que cada una de las partes llamadas a intervenir, gobernantes y gobernados, ordenen sus comportamientos al bien colectivo. 

La autoridad política ha de tender a la consecución de los fines que se hallan inescindiblemente vinculados a bienes humanos irrenunciables, a valores humanos básicos o principios de racionalidad práctica.

Los gobernantes deben cumplir los actos propios de la prudencia política en sus tres partes subjetivas, la general o arquitectónica, la legislativa y la judicial, y satisfacer las exigencias de la prudencia jurídica, parte de la prudencia política que también tiene por objeto el discernimiento del fin, el bien común, pero bajo la específica formalidad de lo debido a otro según justicia.

1.- El Bien Común  y las cuestiones tributarias.
1.1.- B. Montejano señala que la CN no prescinde de la ética ni de la política, y exige del jurista un trabajo en favor del Bien Común político
. 

La CSJN  sostiene que “el bien general común” es “el fin último del Estado y de toda función de gobierno” (Astilleros Alianza S.A. c/E.N., 8/10/91), que “Los impuestos con su esencial propósito de allegar fondos al tesoro público constituyen un valioso instrumento de regulación del desarrollo pleno y justo de las fuerzas económicas, complemento necesario del principio con raigambre constitucional que prevé atender al bien general”, y que “No existe acuerdo alguno de voluntades entre el Estado y los individuos sujetos a su jurisdicción con respecto al ejercicio del poder tributario implicado en sus relaciones; los impuestos no son obligaciones que emerjan de los contratos sino que su imposición y su fuerza compulsiva para el cobro son actos de gobierno y de potestad pública” [Horvath, Pablo c/F.N.(DGI), 4/05/95].

Por su parte, la CNACAFed. afirmó que “El objetivo preeminente de la CN, según se expresa en su Preámbulo, es lograr el bienestar general, lo cual significa decir la justicia en su más alta expresión, ésto es, la justicia social, cuyo contenido actual consiste en ordenar la actividad intersubjetiva de los miembros de la comunidad y los recursos con que ésta cuenta, con vistas a lograr que todos y cada uno de sus miembros participen de los bienes materiales y espirituales de la civilización” (Viceconte, Mariela C. c/E.N., 2/06/98).

La Procuración del Tesoro de la Nación, integrante del Poder Administrador y cabeza del Cuerpo de Abogados del Estado (Ley N° 12.954) menciona “el contrasentido de subordinar el interés público al particular, con olvido de que es precisamente la realización del bien común lo que explica y constituye la razón de ser de las franquicias promocionales”, y en el mismo pronunciamiento agrega, a manera de fundamento incontrovertible, que “El Estado ha de ejercer su facultad de crear y suprimir impuestos teniendo en vista exclusivamente los requerimientos del bien común que gerencia, sin que aquél pueda abdicar de sus atribuciones impositivas que se concretan en actos de gobierno o de potestad pública” (Dictámenes 227:166, 2/12/98). 

1.2.- Como señaló recientemente M.R.Lascano, Francisco Suárez
 (ss. XVI-XVII) “tuvo la virtud de encarar en un tratado de filosofía y teología un precursor análisis de aspectos que luego serían fundamentales en la sistematización de las finanzas públicas en general y en la teoría del impuesto o de la tributación en particular”
.

El Doctor Eximio expone ampliamente acerca de “las condiciones” requeridas por “la justicia de los tributos”; la primera de ellas es la potestad de dictar la ley que los establece, que “ha sido dada solamente a aquél que tiene el cuidado supremo de toda la república” puesto que “la potestad del agente  debe ser proporcionada al fin y el fin de los tributos es el bien común de la república” (Libro V, Cap. XIV).        

Otras "condiciones" son la razón o causa final, “el bien común, no el bien privado del mismo príncipe” (Libro V, Cap. XV), y la forma o “proporción del tributo a las personas a las que se impone” que “pertenece a la justicia distributiva respecto de la comunidad pero redunda en conmutativa respecto de los particulares”, y se diferencia de la “materia del tributo”, a saber, la  “proporción a las cosas sobre las cuales se impone” (Libro V, Cap. XVI).

En una exposición tan amplia como profunda, merecen citarse por su relevancia las reflexiones de Suárez en torno de los casos de duda por parte de los contribuyentes; sostiene que “nunca debe uno excusarse de pagar todos los tributos, si no hay tanta pobreza que excuse la impotencia; pero regularmente, la obligación del tributo al príncipe es tan natural y nacida de suyo de la esencia de la justicia, que no puede uno excusarse totalmente por aparente injusticia o excesivo gravamen de los tributos”; “en el conjunto de los tributos siempre se incluye aquella razón general de contribuir a dar al príncipe el justo estipendio y el auxilio para los públicos gastos de su oficio”; encuentra moralmente necesario que el respectivo juicio práctico se formule con auxilio de “varón docto y prudente o del confesor” quien “regularmente y en igualdad de condiciones debe inclinar al súbdito al pago del tributo, principalmente antes del hecho, porque el derecho del rey es de suyo mayor y más cierto; mas, después del hecho es más fácil quedar en paz, cuando hubiere por ambas partes razón de dudar” (Libro V, Cap. XVIII). 

1.3.- El Catecismo de la Iglesia Católica
, al referirse a la comunidad humana, la participación de los hombres en la vida social, la autoridad y el bien común, dice que “Conforme a la naturaleza social del hombre el bien de cada cual está necesariamente relacionado con el bien común” (1905); explicita los elementos esenciales del auténtico bien común  puntualizando que “corresponde a la autoridad decidir, en nombre del bien común, entre los diversos intereses particulares” (1908), que el mismo implica “la estabilidad y la seguridad de un orden justo” (1909), que la “realización más completa de este bien común se verifica en la comunidad política” (1910), y que orientándose siempre al progreso de las personas, tiende a la realización de un orden que “tiene por base la verdad, se edifica en la justicia y es vivificado por el amor” (1912).

En el ámbito del Cuarto Mandamiento, y en relación con las autoridades en la sociedad civil, establece que los ciudadanos deben “cooperar con la autoridad civil para el bien de la sociedad, con espíritu de verdad, justicia, solidaridad y libertad”, que “La sumisión a las autoridades legítimas y el servicio del bien común exigen de los ciudadanos que cumplan con su responsabilidad en la vida de la comunidad política” (2239), y concreta y específicamente que “La sumisión a la autoridad y la corresponsabilidad en el bien común exigen moralmente el pago de los impuestos...” (2240).
2.- Bien Común y ejercicio de la potestad tributaria estatal. 

2.1.- El artículo 4º de la CN prevé que el Gobierno Federal provea a los gastos de la Nación con los fondos del Tesoro Nacional formado, entre otros recursos, por “las demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Congreso”; el artículo 17 reserva al Congreso la creación de los tributos enunciados en el artículo 4º y el artículo 75 disciplina las normas complementarias del artículo 4º.

En los referidos textos se reconocen los principios tributarios de legalidad, igualdad y generalidad, irretroactividad, razonabilidad y no confiscatoriedad.

Muchos pronunciamientos, tanto administrativos como judiciales, han hecho aplicación de ellos en su perspectiva teleológica y solidarista, que, sin dejar de tutelar los derechos individuales de los contribuyentes, tiene en cuenta que la pluralidad de conductas, materia próxima de la sociedad,  ha de unificarse en la persecución del máximo fin común, bajo la recta conducción de la autoridad.

Es válido sostener que la ley ritual tributaria, sancionada en su primer texto en 1933, al incorporar en 1946 como artículo 12  (actual artículo 2°) el principio de realidad económica, concreta un acto de fidelidad a ese modelo. Así, dice: "Para determinar la verdadera naturaleza del hecho imponible se atenderá a los actos, situaciones y relaciones económicas que efectivamente realicen, persigan o establezcan los contribuyentes. Cuando éstos sometan esos actos, situaciones o relaciones a formas o estructuras jurídicas que no sean manifiestamente las que el derecho privado ofrezca o autorice para configurar adecuadamente la cabal intención económica y efectiva de los contribuyentes se prescindirá en la consideración del hecho imponible real, de las formas y estructuras jurídicas inadecuadas, y se considerará la situación económica real como encuadrada en las formas o estructuras que el derecho privado les aplicaría con independencia de las escogidas por los contribuyentes o les permitiría aplicar como las más adecuadas a la intención real de los mismos".

Vinculado con ese precepto, rige desde 1986 el artículo agregado a continuación del entonces artículo 46 de la ley formal tributaria (actualmente artículo 47), conforme el cual se presume la voluntad de producir engaño u ocultación maliciosa cuando los contribuyentes o responsables "e) ...declaren o hagan valer tributariamente formas o estructuras jurídicas inadecuadas o impropias de las prácticas de comercio, siempre que ello oculte o tergiverse la realidad o finalidad económica de los actos, relaciones o situaciones con incidencia sobre la determinación de los impuestos". 
El mismo espíritu impregna a la Ordenanza Tributaria alemana, que, sancionada en 1919, está vigente en su actual redacción desde 1977, y en algunos puntos ha sido modelo de la legislación argentina. 

La primacía del bien común luce en muchos de sus preceptos. Al definir el impuesto dice que la obtención de ingresos puede ser su fin secundario, de donde se interpreta que aquélla no tiene por qué ser la  única finalidad de la recaudación; han de tenerse en cuenta los fines de política social, y la función impositiva del Estado se considera un medio legítimo para fomentar la economía en armonía con el orden constitucional de valores, concediéndose v.gr. amortizaciones adicionales como incentivos para las inversiones, fomentando la construcción de viviendas, etc.

Los principios de legalidad y de tipicidad tributarias tienen en la Ordenanza Tributaria Alemana como correlato el de obediencia a la ley, que impone que las autoridades financieras no dejen de aplicarla, liquidando y recaudando toda vez que se verifique un hecho imponible; la facultad de separarse del derecho vigente para evitar el rigor injusto no es un  derecho inseparablemente unido a la Administración; la quiebra de la ley en favor del obligado tributario requiere habilitación expresa.

El principio de buena fe rige tanto para las autoridades financieras como para los responsables de las cargas tributarias. Cada uno debe respetar los intereses del otro y no debe incurrir en contradicción con su propia conducta, en la que confía la otra parte. De ahí el carácter vinculante que tienen las respuestas que la autoridad financiera da a los obligados tributarios.

Los asesores fiscales, abogados, apoderados tributarios, revisores de cuentas o censores jurados de cuentas que incurran en infracciones administrativas tributarias con ocasión de asesorar en la materia, son pasibles de multas, si bien con intervención de la Cámara profesional competente que podrá aducir las razones que estime relevantes para la decisión del caso.

Otro ejemplo del extranjero, del que da cuenta La Nación de 17/02/03, nos pone en contacto, en cambio, con una realidad diversa, con el inadecuado sobredimensionamiento de las facultades estatales : "La Policía Fiscal de Rusia someterá al detector de mentiras a los contribuyentes sospechosos de evasión de impuestos   según una orden interna de ese servicio publicada por el diario Kommersant. La orden fue firmada por el subdirector del Servicio Federal de la Policía Fiscal (SFPF) y fue inscrita por el Ministerio de Justicia pese a que la legislación no prevé el empleo del detector en interrogatorios y otras diligencias policiales. Se señala que la prueba tiene carácter voluntario pero la negativa del contribuyente se interpretará como ocultamiento de información. No podrán ser sometidos los menores de 14 años y respecto de los jóvenes de hasta 18 deberá contarse con autorización de los padres. La innovación levantó polémicas, se señala como principal objetivo crear un Estado policíaco, comentó Andréi Makarov, del Departamento Jurídico de la DUMA o Cámara de Diputados de Rusia. En opinión de Makarov la Policía Fiscal emplea los peores métodos de trabajo de la KGB y ahora no por motivos políticos sino económicos". Es sin duda una muestra de disvaliosidad. Idéntica valoración hacía resaltar el entonces Administrador Federal de Ingresos Públicos cuando aludía a la ejecución de veintiséis personas en la República Popular China por falsificar facturas (Boletín AFIP julio de 1998).

2.2.- Los fines legitiman, ordenan y encauzan el ejercicio de las funciones estatales, contrariamente a lo que postulan las concepciones mecanicistas que explican la realidad sólo a partir de causas eficientes no teleológicamente ordenadas ni dotadas de un orden intrínseco, y encuentran la legitimidad del orden político en la contención del poder por la fuerza de otro poder que lo contrarresta.

H. Hernández dice que "las limitaciones al poder no pueden provenir de equilibrios más o menos superficiales, externos y mecánicos, al modo ideado por Montesquieu y acríticamente recibido [...]. Tiene que enraizarse en lo profundo del hombre y de la sociedad y en el reconocimiento de una doctrina que vea en el prójimo un cierto valor absoluto que impone exigencias morales absolutas. No puede fundarse en criterios 'jurídicos' entendido lo jurídico separado del orden moral"
. 

En expresión de la CSJN "La doctrina de la división de poderes o de la separación de las funciones, especialmente en nuestras sociedades modernas, halla su causa y finalidad en la especialización que pide el cumplido ejercicio de las diversas funciones que deben satisfacer los Estados. La distribución de dichas funciones en órganos, cuya integración personal y medios instrumentales está pensada con arreglo a la especificidad de aquéllas, es prenda de un mejor acierto de sus proyectos y realizaciones" -el subrayado se incorpora en este trabajo- (Cisilotto, Ma. del C. B. c/E. N., 27/01/87; más recientemente, Baterías Sil-Dar SRL c/Barbeito, 27/09/01).

Asimismo, el Alto Tribunal  afirmó: “Salvo el valladar infranqueable que suponen las limitaciones constitucionales, las facultades del Congreso Nacional para crear impuestos o contribuciones son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerza es irrevisable por cualquier otro poder” [Horvath, P. c/F.N.(DGI), 4/05/95; López López, Luis c/Sgo. del Estero, 15/10/91]; como así también: “El legislador debe satisfacer los objetivos del Preámbulo y lograr el bien general  común... que tiene en la norma dada por el Congreso el medio más señalado por la Ley Suprema... La función primigenia a cargo del legislador en la forma republicana de gobierno tiene acabado cumplimiento en un resultado también de equilibrio armónico, del interés social frente al mero interés individual” (Astilleros Alianza S.A., 8/10/91).

Por otra parte, en expresiones de la CSJ de Santa Fe: “La posibilidad de que el Poder Ejecutivo manifieste, enuncie, exponga o explique que a su juicio una ley ya promulgada y publicada es inconstitucional, parece un derecho de examen y de opinión que no puede discutírsele, como lo tiene cualquier habitante. Tampoco podría negársele la atribución de ocurrir ante la judicatura en pro de esa declaración de inconstitucionalidad, si un caso concreto así lo justifica” (Gaggiamo, c/P.Sta.Fe,30/08/90; Giacomino c/P.Sta.Fe,19/09/90; Capella c/P.Sta.Fe,14/05/92; Busaniche, c/P.Sta.Fe, 14/05/92; etc.).

Según la PTN, “Así como el PEN no puede declarar la inconstitucionalidad de una ley, por corresponderle esto al PJ, sí puede, en cambio, abstenerse de aplicar una ley que considere inconstitucional. Es evidente que el PEN tiene atribuciones para no ejecutar una ley que juzgue inconstitucional, pues si así no lo hiciera transgrediría el orden jerárquico establecido en el art. 31 de la CN” -el subrayado es propio-, no obstante lo cual "tal facultad sólo podrá ejercerla con suma prudencia y en casos extremos", atento el principio de división de poderes"(Dictámenes 188:127, 27/03/89; 207:37, 6/10/93; 239:285, 30/10/01; 242:626, 18/09/02; etc.). 

2.3.- Ahora bien; circunscribiendo el planteo a lo específicamente tributario: esa télesis receptada en el texto constitucional, solemne y constantemente invocada, ¿ha estado permanentemente presente en los actos propios del ejercicio de las “funciones” estatales, que se hallan “dotadas personal e instrumentalmente de acuerdo a sus respectivas especificidades”, iluminando, marcando el rumbo de sus respectivos “proyectos y realizaciones”? (sic fallos CSJN citados precedentemente).   

Concretemos la observación a los siguientes ejemplos:

2.3.1.- En La Nación de fecha 22/04/03, bajo el título Un gran éxito con sabor a fracaso, un funcionario público de la Pcia. de Buenos Aires, tras mostrar acabadamente los pormenores de una campaña tendiente a imponer en un plazo bastante corto el consumo de cerveza en el segmento poblacional comprendido entre los 14 y los 30 años, allegaba argumentos tendientes a propiciar una adecuada política pública en prevención de las adicciones, y señalaba como uno de los pilares en los que la misma debe apoyarse la creación de "una nueva racionalidad en el sistema de precios". Puntualizaba entonces: "Merced a un insólito privilegio fiscal, hoy la Argentina exhibe una trastocada escala de precios en la que el litro de leche cuesta más al consumidor final que un litro de bebida alcohólica", y añadía: "La carga impositiva interna de la leche alcanza el 60 por ciento del precio de venta final. La de la cerveza se encuentra hoy en el ocho por ciento".

Esas circunstancias actualizan el tenor de los fallos de la CSJN que sostuvieron: "El impuesto debe responder fundamentalmente según nuestro sistema institucional, a la finalidad de proveer de recursos al Estado para atender los servicios de la administración, pero ello no excluye la función subsidiaria y cada día más importante de fomento y asistencia social, siempre que no sea arbitraria y sectaria" (E.T.M.O. Remolcador Guaraní c/Pcia. Bs. As, 28/07/77); como así también "Las exenciones o deducciones tributarias son consecuencia de una valoración del legislador que ha considerado más útil desde el punto de vista económico y social, la promoción de determinadas actividades en comparación con el sacrificio materializado en la merma en la percepción de sus rentas impositivas" (Denti Ltda., 27/08/85). 

2.3.2.- El artículo 18 de la Ley Nº 23.966, en materia de Impuesto sobre los Bienes Personales dice que “En el caso de patrimonios pertenecientes a los componentes de la sociedad conyugal, corresponderá atribuir al marido además de los bienes propios, la totalidad de los que revisten el carácter de gananciales, excepto: a) Que se trate de bienes adquiridos por la mujer con el producto del ejercicio de su profesión, oficio, empleo, comercio o industria. [esta excepción implica, con fundamento en la autonomía del derecho tributario, un apartamiento del régimen civil general respecto de los bienes gananciales; el agregado es propio de esta presentación] b) Que exista separación judicial de bienes. c) Que la administración de todos los bienes gananciales la tenga la mujer en virtud de una resolución judicial”.

Conforme ese régimen, en la sociedad conyugal, por lo menos en principio dadas las excepciones previstas en la propia ley, la masa de los gananciales se unifica con los bienes propios del marido en la declaración jurada de éste.

Por la estricta aplicación de las normas positivas, los "concubinos" y los integrantes de las "uniones civiles" recientemente legalizadas en algunas jurisdicciones, que se hallan claro está fuera del régimen de gananciales que emana del CC, en caso de declarar bienes a los fines de ese tributo lo harían cada uno por los suyos propios y por el 50 % de los que hayan adquirido en condominio;  estarían entonces, cada uno individualmente, más lejos de superar el mínimo exento que actualmente es de $ 102.300 (artículo 24 de la ley del impuesto); más grave aún por tratarse de un sistema de alícuotas progresivas sobre el valor total de los bienes sujetos a impuesto.  

Propiciar "de lege ferenda", en este ámbito, la "equiparación" que "concubinos" y "unidos civilmente" alcanzaron respecto de los beneficios sociales y  previsionales, es una evidente exigencia de justicia, en cuanto el precepto que se comenta atenta contra la igualdad y la generalidad constitucionalmente exigidas en materia fiscal, y viene a concretar una clara discriminación en contra de la familia legalmente constituída.

2.3.3.- Según el artículo 3°, inciso e), apartado 21, punto b) de la Ley de IVA vigente a la fecha de los hechos imponibles que están involucrados, se encontraban alcanzados por el gravamen los servicios de turismo, incluida la actividad de las agencias del ramo; el artículo 7°, inciso h), apartado 12 de la misma  eximía del tributo a los servicios de transporte de pasajeros, terrestres, acuáticos o aéreos en el país; y por el apartado 13, al transporte internacional de pasajeros y cargas, comprendiéndose los servicios conexos conforme a los términos del artículo 34 de la reglamentación; el artículo 22 de la ley precitada, referido a los servicios de turismo establecía que cuando los servicios incluyeran boletos de pasajes exentos -en virtud del artículo 7°, inciso h), apartado 12- el importe de tales boletos sería igualmente deducible de la base imponible a condición de su explícita discriminación en la  respectiva factura. 

2.3.3.1.- A una empresa del sector, que realizaba prestaciones complejas, en parte gravadas y en parte exentas, se le determinaron de oficio sus obligaciones frente al IVA, con fundamento en aquella normativa y con relación a doce períodos fiscales, y se le aplicaron multas atento la comisión de infracciones dolosas. 

Apelado dicho acto administrativo por la contribuyente, que entendía que su actividad estaba totalmente exenta, la Sala "A" del TFN confirmó el acto administrativo en todos sus aspectos, destacando respecto de la sanción aplicada "el carácter de engañosas de las declaraciones presentadas" por la sociedad responsable, dado que "la diferencia del impuesto determinado y que traduce el perjuicio fiscal causado no surge a simple vista de las declaraciones, sino que fue necesaria una auditoría fiscal y un exhaustivo análisis de la documentación y desagregación de los datos de la empresa para desentrañar el alcance, oportunidad y medida de sus obligaciones fiscales".

La CNACAFed. confirmó la sentencia en todas sus partes; entre sus fundamentos sostuvo que la expresión de agravios de la empresa "sólo traduce una mera discrepancia con el criterio adoptado por el 'a quo' sin una crítica concreta y razonada del decisorio en los términos del art. 265 CPCCN", no obstante lo cual, la consideró un "acto impugnatorio suficiente 'en virtud del temperamento benévolo que postula esta Sala'...".

La Alzada puso de relieve, ante una expresa solicitud de la recurrente, que  "no resulta aplicable al 'sub lite' lo previsto por el decreto 1229/98 en razón del principio de irretroactividad que rige en la materia, siendo por lo demás que tampoco surge del mismo que resulten exentas actividades como las desarrolladas por la actora"; esas aseveraciones tornan conducente hacer constar que los períodos fiscales en conflicto correspondían a 1993.      

La CSJN se apoyó en el artículo 280 del CPCCN para desestimar el recurso extraordinario interpuesto por la contribuyente por razones de inadmisibilidad; el Fisco Nacional promovió la correspondiente ejecución fiscal y en el curso de la misma se embargaron los fondos que había de recaudar la accionada en ejercicio de su actividad turística, librándose el correspondiente mandamiento.

Aquella sentencia, que se encontraba firme tras haberse agotado todas las etapas procesales, no llegó a ejecutarse porque, como lo hizo notar la contribuyente, se hallaba tramitando un proyecto de ley relacionado con su actividad, bajo el Orden del día N° 2811 de la Cámara de Diputados de la Nación, a la sazón el proyecto que dio lugar a la Ley N° 25.053.

2.3.3.2.- El artículo 1° de la Ley N° 25.503 (B.O. 4/12/01) dice que ese ordenamiento "tiene por objeto determinar la situación ante el IVA de los servicios de transporte organizado para el turismo, que resultaren complemento de la actividad turística, y que se hubieran producido antes de la entrada en vigencia de la misma" (art. 1°) y que esos servicios se considerarán exentos del mencionado tributo si las empresas hubieran sufrido actuaciones de fiscalización y se les hubieran determinado las obligaciones fiscales con relación al tributo "relativas a períodos comprendidos con anterioridad a la vigencia de esta ley"  (art. 2°);  extiende el citado beneficio fiscal a "las determinaciones impositivas que a la fecha se encuentren en curso de discusión administrativa, contencioso administrativa o judicial. Asimismo para los casos que se encuentren con sentencia firme, en tanto el responsable se allanare y renunciara a toda acción y derecho incluso el de repetición, quedando en estos casos las costas en el orden causado" (art. 3°).

Hasta acá es fácil advertir los defectos de sintaxis y las dificultades interpretativas a que el texto da lugar; las observaciones de índole constitucional, administrativa y procesal surgen sin proponérselo.

El artículo 4°, agrega: "Las obligaciones impositivas efectivamente canceladas con anterioridad a la presente ley, no darán lugar a reclamación alguna ni a petición de reintegro, por parte del contribuyente".

La Ley N° 25.503 es manifiestamente inconstitucional por varias razones. 

Se halla comprometida la división de poderes, conforme la CSJN afirmó que "se afectaría tal principio si el poder encargado de dictar la ley apareciese, mediante una intervención posterior, alterando las decisiones del poder que la aplica" (Jorge A.F.Hardoy, 13/08/85).

Asimismo hay menoscabo de la cosa juzgada. La CSJN dijo: "La estabilidad de las sentencias, en la medida en que constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es también una exigencia del orden público con jerarquía superior"; "la cosa juzgada es un derecho adquirido que goza de la protección reconocida al derecho de propiedad"; se trata de "derechos que quedan incorporados al patrimonio de los interesados y protegidos por el texto constitucional", de modo que nadie puede ser privado de ellos sin que se viole el mencionado precepto (Chocobar, 27/12/96).

Se concretó un severo agravio del principio de legalidad o reserva de ley en materia tributaria, que "constituye uno de los componentes insoslayables que junto con el principio de legalidad en materia penal conforman el Estado de derecho, con la garantía de la libertad y de la propiedad" (CSJN en Superinox S.A., 31/08/99; Scania Arg. S.A., CNACAFed., Sala I, 9/05/96; Nobleza Piccardo S.A., Sala 3, 6/06/96). El mencionado principio comprende la definición del hecho imponible, los sujetos deudores del tributo, su monto, las alícuotas si las hubiere, y las exenciones (Unifund Soc.G., CNACAFed., Sala 2, 3/09/98; Copam S.A., Sala 2, 9/06/98; Iampip Medisur S.A., Sala 4, 28/04/99).  

2.3.3.3.- La autoría del proyecto corresponde al diputado Jorge R. Pascual; "está dirigido a superar una serie de dudas que se crearon en cuanto a los alcances y correcta interpretación de las disposiciones vigentes del IVA",  ello "produjo actuaciones administrativas de fiscalización que llevaron a determinar la responsabilidad fiscal de prestadores de los servicios de transporte turísticos, a pesar que se encontraban amparados por la exención", la esencia del problema está "en la interpretación que lleva a asimilar al transporte turístico -exento- con la actividad turística -gravada-" , "la multiplicidad de las diversas operaciones alcanzadas por el impuesto puede haber sido la causa de una serie de dudas... y ello derivar en discrepancias de criterio que induzcan a los responsables en una errónea determinación del gravamen, y aún al órgano recaudador a formular determinaciones que no se ajustan al concepto adoptado por el legislador" -la incorporación del subrayado es propia-.

Todas esas circunstancias, que así se explicitaron en la elevación, llevaron  a estimar "imprescindible solucionar la situación en que pueden estar las empresas de transporte turístico que se encuentren afectadas", invocándose expresamente el principio de legalidad tributaria y su aplicabilidad, tanto cuando se trata de imponer como de eximir, y la política estatal de prosperidad prevista en el artículo 75 inciso 18 CN en virtud de la cual "se tiende a estimular actividades que convienen al bien común". 

A propósito de lo resaltado -que no consta en el original-, y en relación con todas las particularidades del caso que se está tratando, debe recordarse lo afirmado por la CSJN en el fallo que se cita en  2.3.1, según el cual hay obstáculo para la función tributaria de fomento y asistencia social, si la misma es "arbitraria y sectaria" (CSJN, E.T.M.O. Remolcador Guaraní c/Pcia. Bs. As, 28/07/77) -el subrayado nos pertenece-.

Las Comisiones de Turismo y de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de origen informaron que consideraban "innecesario abundar en más detalles que los expuestos en los fundamentos que lo acompañan, por lo que los hacen suyos", y aconsejaron la sanción; la misma suerte siguió en el Senado de la Nación. 

3.- Conclusiones. Las leyes que se comentan son muestras acabadas de la disolución de la doctrina de la prudencia legislativa; el voluntarismo imponiendo el puro arbitrio, la negación de la verdad objetiva, el abandono de la pauta de justicia general que debe regir la elaboración de las leyes, la desnaturalización de la ley ante la pérdida del horizonte del bien común.

La Ley N° 25.503 hace evidente la improvisación y el apresuramiento en la elaboración, la incorrección en la expresión y la técnica legislativa, el dictado de un ordenamiento pretendidamente aclaratorio o interpretativo que hace evidente el interés en que la mutación  pase inadvertida.

Todo ello es síntoma de la inmoralidad de la ley; inmoralidad que radica "sobre todo en perder la mira de lo que constituye el bien común de la comunidad a la que pretende imponerse", tratándose  de regulaciones que "imperan solamente en virtud de la voluntad del legislador, detrás de las que no es difícil percibir los intereses particulares"
. 

El proyecto que dio lugar a la Ley N° 25.503 no vaciló, incluso, en referirse con desparpajo a una suerte de craso error interpretativo por parte de la administración tributaria, no obstante haberse obtenido con relación al mismo tema fallos favorables en todas las instancias, no sólo administrativas sino también judiciales, aun respecto de las sanciones impuestas por las comisión de infracciones dolosas. 

La contribuyente de marras no invocó en ningún momento hallarse en estado de duda acerca de su situación frente al gravamen; antes bien, se limitó siempre a discrepar con el criterio fiscal, declarándose "exenta" con alcances de generalidad, y llegando al extremo de deducir una pretensión con ese objeto, en la Alzada, y a mérito de una preceptiva vigente recién a partir de 1998, cuando los hechos imponibles databan de 1993.

Un tributarista español dice que el gobernante debe evitar que "lo que unos no paguen debiendo pagarlo, lo paguen otros con más espíritu cívico o con menos posibilidades de defraudar", objetivo no satisfecho, en absoluto, en las situaciones expuestas.

El mismo autor agrega que "desde siempre los distintos sectores sociales con poder económico o político han tratado de desplazar sus cargas fiscales hacia otros estratos sociales", que "la realidad de conflicto que subyace al impuesto hace en ocasiones muy difícil compaginar intereses particulares con generales", y que la Administración Tributaria es "el elemento equilibrador de la tensión entre servir a los diversos grupos y sectores de ciudadanos y preservar los intereses generales y la percepción que sobre la justicia y equidad del sistema recibe el conjunto de las sociedad"
.

La crisis en el plano social y político, signo principal de nuestro tiempo, nuevamente se ha mostrado a modo de desobediencia, de irracionalidad propia de intereses mezquinos, de imperio de la fuerza como sustitutivo de la razón, de proliferación legislativa inútil y desordenada, de promulgación de leyes sólo aparentes.

Es necesario restaurar "el imperio de la verdad, que rectifica y ordena los intereses según el principio supremo de la grandeza y la prosperidad del Estado", ya que "el imperio de la mentira y del error tiene como necesaria consecuencia la desaparición de la república"
.

Han de servirnos de estímulo y fortaleza las palabras del Sr. Arzobispo de Buenos Aires, quien hace poco más de un año dijo que  los "compromisos sectoriales y partidarios [...] impiden una acción soberana"; hizo resaltar en calidad de exigencia actual "la renuncia [...] a mantener los privilegios, a la vida y la renta fácil..."; invocó el peligro de la disolución nacional que impone que "los adictos al poder y a las riquezas" admitan que no es agradable al Señor que sigamos "revolcándonos en el triste espectáculo de quienes ya no saben mentir y contradecirse para mantener sus privilegios, su rapacidad y sus cuotas de ganancias mal habidas"; y nos instó a todos, gobernantes y gobernados, a que "Como Zaqueo [nos animemos] a sentir el llamado a bajar [...] al trabajo paciente y constante, sin pretensiones obsesivas sino con la urgencia de la solidaridad"
.
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